
 
 

SALVAMENTO DE VOTO 
 
 
Medellín, veinte de octubre de dos mil veintidós 
Ref.: Exp.: 05001 31 03 017 2020 00141 01 
 
Proceso: Ejecutivo. 
Demandante:        BANCO DAVIVIENDA Y OTRO. 
Demandado: LUZ ENNITH ÁLVAREZ CARDONA Y OTRA. 

 

 

Me permito expresar mi disenso íntegro en los siguientes términos:  

 

1. Razones de forma, sobre debido proceso, han sido esbozadas en la ponencia 

votada mayoritariamente para disponer la revocatoria de sentencia anticipada 

calendada el 4 de agosto de 2022, proferida por el Juzgado Diecisiete Civil del 

Circuito de Oralidad de Medellín; razones que solo se pueden considerar a partir 

de la figura de la nulidad procesal, la que justo debe ordenarse mediante auto. 

 

En la ponencia aprobada por la mayoría, no corresponde estructuralmente a una 

sentencia que debió ser de fondo; no podía apelarse a las razones de forma que 

ahora se invocan. Adviértase que para la mayoría hubo una decisión que no tuvo 

en cuenta el conjunto de pruebas que debían practicarse al interior del proceso1. Se 

expresa en segunda instancia que “(…) el debido proceso y el derecho de contradicción debe 

estar presente en todo el trámite procesal, tal como lo indican los artículos 2º, 11, 14, 42.4, 167, 

170 y 171 del C. G. del P.” 

 

 
1 Se indica que : “(…) si en el ejercicio de contradicción el demandado solicitó como pruebas, 
entre otras, el interrogatorio de parte del representante legal de la demandante, “para que resuelva 
preguntas sobre el escrito de demanda y los medios exceptivos propuestos”, petición que relaciona con la 
documental aportada y relacionada con el “Voto positivo de Davivienda en el proceso de reorganización.”, 
pues se tiene que existe un medio probatorio oportunamente solicitado, del que se advierte 
sumariamente su conducencia, pertinencia y utilidad, razón por la cual deberá ser recaudado.” 
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Son esos argumentos, tan específicos, los que deben ser expresados en auto de 

nulidad y no por decisión colegiada. La pretensión de salvaguardar el debido 

proceso imponía que el ponente declarara la nulidad procesal, claro está, acatando 

las etapas de este trámite de especial, que según vinculantes aún en la segunda 

instancia. 

.  

Vale precisar que según el artículo 137 del CGP el trámite para declarar una nulidad 

en segunda instancia supone ponerla en conocimiento de la parte para que esta la 

alegue. Como el vicio que genera la nulidad no ha sido argumento central de la 

apelación que formuló la demandada como parte afectada, las razones que ahora 

se ofrecen en la ponencia, de debido proceso, debieron ponerse en el contexto de 

la nulidad y en conocimiento para su alegación. 

 

Los reparos de la parte recurrente en contra de la sentencia de primera instancia 

son muy específicos: (i) No aplicar el artículo 1569 del Código Civil sobre 

solidaridad. (ii) Ordenar pago de intereses moratorios, sin tener en cuenta acuerdos 

realizados entre las partes. (iii) No aplicar el artículo 69 de la ley 45 de 1999. (iv) 

No tenerse en cuenta que la parte actora solo podía cobrar el valor del capital 

señalado en la calificación y graduación de créditos aprobada por la 

Superintendencia de Sociedades. 

 

No hay en esos argumentos razones que cuestionen la invalidez procesal generada 

en la propia sentencia del a quo. Uno de dos caminos debió asumirse: (i) o entender 

que estaban dadas las condiciones de fondo para fallar, conforme con el artículo 

278 del Código General; o (ii) considerar que había una causal de nulidad, pese a 

su falta de alegación; sin embargo, en este supuesto, para poderse decretar debía 

ponerse en conocimiento de la propia parte afectada.  Asimismo, en el segundo 

evento hay que cumplir una condición: alegarla, de lo contrario no puede declararse 

la nulidad.  

 

2.  No obstante que las consideraciones anteriores son suficientes para salvar el 

voto, quiero consignar en este salvamento unas precisiones que estimo necesarias 

sobre el tema de nulidades cuando el juez dicta sentencia anticipada por estimar 

que no hay pruebas por practicar: 
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Para optimizar la economía procesal, el artículo 278 del Código General del 

Proceso plantea que es posible dictar sentencia anticipada cuando ya no hay 

pruebas que practicar. Por otro lado, el artículo 133.5 señala que el proceso es 

inválido cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o 

practicar pruebas, optimizando el derecho al debido proceso. Con base en lo 

anterior es pertinente preguntarse:  

 

¿Es válido dictar sentencia anticipada bajo la consideración de que “no hay 

pruebas que practicar”, o de que “se encuentra probada” una de las 

excepciones del art. 278.3, a pesar de que no se han practicado la totalidad 

de las pruebas que solicitaron las partes en las oportunidades legales?  

La expresión “encontrarse probado” o “que no haya pruebas que practicar” en esta 

disposición puede comprenderse bajo dos perspectivas: la primera, según la cual 

algo “se encuentra probado” sólo en consideración al grado subjetivo de certeza 

del juez sobre el asunto, independientemente de cualquier otra consideración.  

 

La segunda interpretación plantea que, si bien la convicción del juez es decisiva 

para definir si un hecho se probó o no en el marco de un proceso, este juicio sólo 

puede emitirse válidamente a condición de haber garantizado a las partes el derecho 

a probar sus alegaciones, es decir, el derecho a incidir a través de los medios 

probatorios en el juicio de quien decide.  

 

A favor de la primera interpretación podría decirse que optimizaría el principio de 

economía procesal, en la medida que si el juez llega a una convicción sobre el 

asunto, que le permite considerar que ninguna prueba que se practique con 

posterioridad modificará su juicio, podría dictar sentencia sin dilaciones inútiles.  

 

Sin embargo, el suscrito considera que esa interpretación es inadecuada, porque no 

le otorga ningún peso al derecho que tienen las partes a intentar incidir en la 

convicción del juez, a través de los medios probatorios del proceso. Por el 

contrario, implica dejar al arbitrio del juez la posibilidad de definir cuando un 

hecho está probado, ignorando las solicitudes probatorias de las partes.  

 

El efecto de dejar al arbitrio judicial el cierre de la discusión probatoria es contrario 

al derecho fundamental a la prueba y a su regulación en el Código General del 
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proceso. El Código establece el principio de necesidad de la prueba -art. 164-, 

impone cargas probatorias a las partes -167-, regula las oportunidades para su 

solicitud -art. 173- y establece reglas para su decreto -art. 168- y práctica. La 

obligación del juez consiste en atenerse a estas y a las demás normas del régimen 

probatorio, y no a su arbitrio, para definir cuándo es válido cerrar el debate 

probatorio y dar un hecho por probado.  

 

El artículo 133.5 del CGP señala que el proceso es nulo cuando el juez omite (en 

cuanto a la solicitud, decreto y práctica) las posibilidades probatorias que la ley le 

otorga. La previsión de esta nulidad claramente niega el arbitrio judicial como 

criterio para cerrar el debate probatorio y dictar sentencia anticipada. Por el 

contrario, obliga al juez a garantizar las oportunidades legales para probar, so pena 

de que sus decisiones sean anulables por inválidas. 

 

Ahora bien, que el juez no pueda cerrar arbitrariamente el debate probatorio, no 

significa que no pueda dictar sentencia anticipada dejando de practicar pruebas que 

hayan solicitado las partes. Esto lo puede hacer siempre que garantice que se 

agotaron todos los medios de prueba, en relación con los hechos que interesan para resolver 

el litigio. 

 

Para el suscrito, debe optimizarse el principio de economía procesal y dictarse 

sentencia anticipada aun dejando de practicar pruebas, cuando éstas se relacionen 

con supuestos que no interesan para resolver el litigio. Sin embargo, no es válido 

fijar un supuesto como cierto en fundamento de una sentencia anticipada, sin antes 

haber practicado todas las pruebas que haya solicitado legalmente la parte en 

relación con ese supuesto, y máxime cuando se le cercena a una parte la posibilidad 

probatoria de pronunciarse mediante traslado sobre las excepciones que se 

proponen como lo es la prescripción. De hacerse desconocería el derecho al debido 

proceso de las partes.  

 

En concordancia con lo anterior, el suscrito considera que la posibilidad de dictar 

válidamente sentencia anticipada bajo el supuesto del artículo 278, numeral 2, 

supone que se haya garantizado plenamente el derecho que tienen las partes a 

probar las alegaciones en defensa de sus intereses dentro de los marcos legales. 

Sólo cuando lo anterior esté satisfecho y sea posible decidir de fondo el asunto sin 
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continuar con el trámite normal del proceso, entonces es procedente dictar una 

sentencia anticipada. En caso contrario la sentencia debe anularse en defensa de 

los derechos procesales de las partes y en aplicación del artículo 133.5 del CGP.  

 

3. Así las cosas, el Magistrado sustanciador debió haber procedido evaluar esa 

nulidad que es lo que está en últimas disponiendo por sentencia, y que debió 

proferirse por auto, bajo el cumplimiento de las condiciones establecidas en lo que 

precisé en el apartado primero. Esto es:  que haya alegación ante el a quem, mediante 

petición de nulidad, por vicio originado en la propia sentencia; o que exista petición 

de invalide en los motivos de reparo de la impugnación.  Claro está, para que se 

declare la nulidad tienen que darse las condiciones que presenté en el apartado dos.    

 

Si no están satisfechos esos requerimientos, que son de ley, el único camino que 

queda es dictar sentencia de fondo, con base en los reparos concretos presentados 

por la recurrente.  Como esto no ha sucedido, no puedo acompañar la sentencia 

votada mayoritariamente. 

 

Atentamente, 

 

MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 
Magistrado 


